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I.- Antecedentes de la justicia de paz[footnoteRef:1] [1:  En este punto seguimos la obra de Oscar Mago Bendahán titulada El Juez de Paz y su Comunidad. Una utopía realizada, constitución Activa, Caracas, 1995, páginas 36 -40 e informaciones personales o trabajos realizados sobre la justicia de paz en Venezuela.] 

La justicia de paz en Venezuela y por consiguiente el ejercicio de la función de los jueces de paz, está asociada históricamente a la vida parroquial y comunal de nuestro país, y nace de la vida vecinal de las comunidades que conforman los municipios.
En la Venezuela colonial se tiene referencia del primer juez de paz en la población de Zea, en los andes venezolanos, por 1793; allí existió el primer juez de paz llamado Ramón Márquez Rincón, quien a su vez presidió la junta comunal. Fue secundado en el cargo por Don Nepomuceno Herrera, a quien se le dio el título de segundo Juez de Paz.
En la historia republicana de nuestro país la referencia a la justicia de paz encuentra un reconocimiento expreso en las disposiciones constitucionales primigenias y en leyes que se pueden ubicar en el período 1819 – 1860.
Se encuentra mención expresa en las constituciones de 1819, artículo 8, y en la de 1830, artículo 141.
De hecho en la Colonia Tovar se reconoce la función del juez de paz por disposición de la Ley sobre Inmigración del 12 de mayo de 1840, artículo 14, en los jefes de los inmigrados.
En la Venezuela del siglo XX los elementos de la justicia de paz se asocian a disposiciones constitucionales de 1961, en razón de sus elementos organizativos, vecinales, municipales o el ejercicio de sus funciones, fundamentalmente, en el período 1988 – 1998, asociadas al ejercicio de los derechos de asociación y participación o la gestión de un servicio municipal, en el contexto de la descentralización.
Esta materia se revive con la aprobación en 1993 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos de Paz y en 1994 con la sanción de la Ley Orgánica de Justicia, vigente hasta el 2012.
En estos antecedentes destacan los aportes de varias asociaciones civiles como Constitución Activa y las propuestas de su Proyecto de Ley de Tribunales Vecinales de Paz (1989), Primero Justicia, luego transformada en Consorcio Justicia, que contribuyeron junto a la Escuela de Vecinos de Venezuela y el Instituto de Formación Integral Electoral, FIEL, a la divulgación y aplicación de la Ley Orgánica de 1994, en diferentes municipios del país y en experiencias de justicia de paz escolar, elaboración de ordenanzas e instalación jueces de paz en el marco de procesos de capacitación ciudadana y de organización vecinal.
En estos antecedentes, la justicia de paz como un servicio municipal o una competencia propia de los municipios asociada a la participación vecinal, se destaca el rol de los alcaldes, concejales y juntas parroquiales o las asociaciones de vecinos en el marco de la Ley Orgánica de Régimen Municipal y su Reglamento Parcial Nº 1 de 1990, vigentes hasta el 2005.
II.- Marco constitucional[footnoteRef:2] [2:  Se toman en cuenta las referencias en la CRBV de 1999] 

El debate sobre la justicia de paz y su instalación en los municipios venezolanos, llega a las discusiones de la Asamblea Nacional Constituyente de 1999, de allí que no resulte extraño el apoyo desde la sociedad civil y las universidades a la inclusión de esta materia en la nueva Constitución, con énfasis en una modalidad de la participación ciudadana en la administración de la justicia y en el reconocimiento de una competencia de interés para el ejercicio del Poder Público Municipal.
Al establecer el marco constitucional de la Justicia de Paz en Venezuela, se tienen en cuenta dos disposiciones fundamentales derivadas del texto de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, CRBV, de 1999, a partir de dos aspectos:
1.- Las competencias municipales
El numeral 7 del artículo 178 establece la justicia de paz como una competencia propia del Municipio, y en consecuencia, es de interés para la vida local y la convivencia vecinal, en consecuencia se puede concebir como un servicio municipal asociado a la resolución de conflictos, en materias propias de la vida de la comunidad municipal, a partir del desarrollo de la justicia de paz.
2.- Una forma de justicia vecinal
El artículo 258 que establece la justicia de paz, y en consecuencia viene a representar su base constitucional fundamental, dejando sin efecto los argumentos de inconstitucionalidad, esgrimidos al establecer la justicia de paz por la vía legislativa, el citado artículo 258 reza en su encabezamiento "La Ley organizará la justicia de paz en las comunidades, los jueces y juezas de paz, serán elegidos o elegidas por votación universal, directa y secreta conforme a la ley".
III.- Desarrollo legislativo
Al considerar el desarrollo legislativo de la justicia de paz comunal, se concibe como una justicia vecinal asociada al ejercicio del derecho a la participación de los vecinos y las comunidades organizadas o como un ámbito del poder popular.
La justicia de paz está presente como una competencia propia del Municipio desde el desarrollo legislativo expresado en la Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 2005 y sus sucesivas reformas en el 2006, 2009 y 2010[footnoteRef:3], modificando su enumeración y manteniendo la mención a la JUSTICIA DE PAZ, inicialmente como una facultad de las parroquias, numeral 5º del artículo  37 LOPPM 2005, hasta quedar solo como una competencia municipal, literal g) del artículo 56 LOPPM 2010. Esta característica es fundamental para las decisiones de las autoridades municipales asociadas a la gestión de la justicia de paz considerando su rango constitucional. [3:  En las sucesivas reformas de la LOPPM siempre aparece la mención a la justicia de paz como una competencia propia del Municipio.] 

Si tomamos en cuenta las disposiciones legales posteriores, se puede interpretar como una competencia concurrente, aspecto que algunos cuestionan, en razón de las disposiciones tanto de la Ley Orgánica del Poder Popular de 2010, que concibe la justicia comunal como un ámbito del Poder Popular, como medio alternativo de solución de conflictos con una jurisdicción especial comunal, artículos 21 y 22.
El contenido de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal de 2012, desarrolla una modalidad de participación ciudadana en la administración de justicia o el sistema de justicia, con intervención directa del Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia, Disposición Transitoria Tercera, con el apoyo y la asesoría técnica del Consejo Nacional Electoral, Disposición Transitoria Cuarta.
Este dispositivo legal menciona en forma directa al Municipio en el objeto de la Ley Orgánica, artículo 1º; en el contexto de una transferencia, y en los requisitos del juez de paz en los municipios fronterizos, artículo 21. Indirectamente hay una mención a lo municipal desde una perspectiva económica, al hacer mención de los aportes de otras instituciones del Poder Público, distintas al Ejecutivo Nacional, a la jurisdicción especial de justicia de paz comunal, artículo 12, o en la mención del “territorio del Municipio” y el “ámbito local territorial”.[footnoteRef:4]  [4:  Ver los artículos 4, 6, 8, 11, 13, 15, 16, y 17 LOJEJPC.] 

Aunque se dan estas referencias municipales, queda clara la dificultad de hacer cumplir esta Ley Orgánica sin la activa participación de las autoridades locales y el reconocimiento del carácter vecinal que rodea a la noción de la justicia de paz, para implementarla como una modalidad de la participación ciudadana en el servicio de administración de la justicia y una expresión de la iniciativa popular, que permita el logro de la convivencia social con plena vigencia de los derechos humanos y el fortalecimiento de la institucionalidad municipal con carácter participativo.
IV.- Municipios y Justicia de Paz Comunal
Tomando en consideración que la justicia de paz se desarrolló bajo el amparo de la Constitución de 1961 y la Ley Orgánica de Justicia de Paz de 1994, se impone su revisión y evaluación, tomando en cuenta que son pocos los municipios en los cuales se cumplieron sus condiciones de organización, elección y funcionamiento con un carácter participativo. La justicia de paz existe en los municipios del área metropolitana de Caracas y en algunos municipios del interior del país, obstaculizada por la falta de asignación presupuestaria, la ausencia de ordenanzas, la poca realización de procesos electorales y revocatorios y los resultados limitados en los casos resueltos mediante este mecanismo alternativo en correspondencia con el régimen legal previo a la Constitución de 1999, por falta de apoyo político y social para su ejecución.  
La Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal, señala la referencia a la aplicación de las ordenanzas, en el conocimiento de los conflictos que corresponden al juez de paz comunal y el apoyo de las policías municipales en el cumplimiento de sus funciones, numeral 3º y 16 del artículo 8. Es valida la relación de los concejales y los alcaldes con el servicio de la justicia de paz comunal, mediante ordenanzas y decretos, adicionalmente, si se percibe la justicia de paz comunal, como un medio de participación ciudadana o comunal de los vecinos del municipio, derecho constitucional[footnoteRef:5] de particular interés para la gestión municipal, en correspondencia con el principio participativo, enunciado en la CRBV y la LOPPM para su aplicación en los municipios. [5:  Tener en cuenta que el desarrollo del derecho a la participación ciudadana sirve de argumento al TSJ para declarar la constitucionalidad del carácter de orgánico de la Ley que comentamos, Sentencia del 13 de marzo de 2012.] 

Estamos en presencia de un servicio municipal de carácter social que se concreta por la participación de los ciudadanos y las organizaciones de la Comunidad para lograr la resolución de conflictos y la convivencia en la Comunidad Municipal, mediante el acceso al sistema de justicia, la protección de los derechos vecinales y la participación ciudadana en la administración de la justicia.
La justicia de paz comunal es importante como mecanismo alternativo de la solución de los conflictos y la convivencia social en el ámbito territorial local, para establecer la corresponsabilidad de los vecinos en la defensa de los intereses vecinales, mediante la participación ciudadana y comunitaria.
A partir de la Constitución de 1999 y las leyes que sustentan la justicia de paz comunal faltan el reglamento de la Ley de 2012 y las elecciones comunales, [footnoteRef:6] sin embargo, en el ámbito de los municipios se ha de insistir en la modalidad de la justicia de paz como una expresión de un derecho vecinal íntimamente ligado a los derechos de participación y asociación, en el contexto de la democracia participativa y protagónica como un principio fundamental del Poder Público Municipal. [6:  Si bien la Ley Orgánica señala el procedimiento electoral de los jueces de paz comunal, al momento de hacer estas notas aún falta el Reglamento del TSJ para la organización y el funcionamiento de la jurisdicción especial de paz comunal.] 

1.- Lineamientos de gestión municipal
Tomando como referencia la existencia del SERVICIO MUNICIPAL de justicia de paz, los candidatos a alcaldes y concejales deben tener presente la posibilidad de evaluar los logros y obstáculos que se han presentado en la activación de la justicia de paz, conforme al régimen anterior, y las limitaciones o contradicciones que se derivan de la reciente Ley Orgánica para establecer la instalación de la justicia de paz comunal.
Ambas ramas de la gestión municipal, deben reivindicar desde el gobierno o la deliberación municipal las características y objetivos de la justicia de paz como competencia o servicio municipal.
En este contexto un elemento de referencia obligada es el texto de la Ley Orgánica reciente; sin embargo, hay que preservar la autonomía municipal asociada al ejercicio de una competencia municipal de particular interés para las comunidades municipales y la vida local, con un reconocimiento expreso de la participación ciudadana y la descentralización  señaladas en la CRBV.
2.- Programas y Proyectos Municipales
Las principales líneas de actuación para los alcaldes y concejales en la materia de la Justicia de Paz, son las siguientes:
a. Determinar la organización administrativa del servicio de justicia de paz comunal y las pautas normativas municipales en cuanto a presupuesto, organización y funcionamiento de la justicia de paz. A la par, hacer las exigencias desde los municipios por el cumplimiento de las Leyes Orgánicas asociadas a la justicia de paz al Ejecutivo Nacional, al CNE y al TSJ. 
b. Exigir la actualización de los voceros de las comisiones electorales de los consejos comunales y una apertura y actualización del registro electoral comunal, a los efectos de establecer la instalación local de la justicia comunal de paz.
c. Elaborar una propuesta de jurisdicción territorial y poblacional en diferentes sectores del municipio, mediante decreto, para establecer las elecciones de los jueces de paz comunal, consultando a los vecinos sobre la iniciativa participativa en su organización.
d. Establecer un programa municipal de divulgación y capacitación ciudadana y vecinal en los aspectos de conocimiento de la nueva Ley Orgánica y capacitación para los posibles candidatos o postulaciones a jueces de paz comunal, en el manejo de las ordenanzas municipales.
e. Formular proyectos pilotos municipales para la instrumentación municipal de la jurisdicción especial de justicia de paz comunal y establecer los planes necesarios para la organización y funcionamiento en el municipio de la justicia de paz comunal, con intervención y decisiones del CLPP respectivo.
f. Determinar los programas y mecanismos municipales para garantizar el ejercicio de la participación ciudadana y vecinal, como criterios previos a la instalación de la justicia de paz comunal en cada municipio.
Para una profundización en el desarrollo de programas y proyectos, se sugiere explorar las experiencias de justicia de paz comunal desarrolladas por la Asociación Civil Constitución Activa, fundamentadas en los aspectos de la participación vecinal y el reconocimiento de las pautas sociales de la justicia de paz, que, se reconoce como competencia vecinal asociada a los derechos humanos. [footnoteRef:7] En este aspecto se deben analizar las referencias constitucionales, previas y actuales, que sustentan este modelo de justicia vecinal, de carácter informal y diferenciada de la justicia de paz que se aplica desde los municipios, más de carácter legal y formal, y que algunos ubicamos en el modelo del municipio participativo, siguiendo la LOJP de 1994, y que entendemos como distinta al modelo formal de la LOJEJPC de  2012. [7:  Ver JUSTICIA COMUNAL DE PAZ (Oscar Mago B) .mpg - YouTube www.youtube.com/watch?v=zorCtFU9rYI 16/02/2013 - Subido por Oscar MAGO BENDAHÁN
] 

3.- El papel de las comunidades organizadas
La justicia de paz siempre se interpretó como un servicio municipal eminentemente participativo, según la Ley Orgánica de Justicia de Paz, derogada por disposición de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal, Disposición Derogatoria Única.
Las comunidades organizadas tienen reconocimiento constitucional en el artículo 184 de la CRBV, con un pluralismo organizativo y social. La descentralización de un servicio municipal como la justicia de paz, asociada a la solución de conflictos sociales propios de la vida local, contiene un fuerte componente de participación de las comunidades.
La Ley Orgánica del 2012 parte del derecho a la participación ciudadana, con énfasis en las instancias y organizaciones el poder popular, aunque  desconoce el carácter plural propio de la justicia de paz en:
· La postulación de los candidatos a juez de paz. Art. 18 LOJEJPC
· La elección y revocatoria de los jueces de paz. Arts. 14-21  LOJEJPC
· La organización y funcionamiento de la justicia de paz. 35-37 Arts. LOJEJPC
· La capacitación y promoción de la justicia de paz. Arts. 22-24 LOJEJPC
Por tales motivos, es necesario establecer la justicia de paz desde los municipios con los criterios de participación vecinal, según el Título VI de la LOPPM y las ordenanzas municipales, para superar las limitaciones que se derivan de la LOJEJPC, como competencia propia de los municipios. Para ello, es conveniente promover convenios municipales de gestión para la cooperación y colaboración de instituciones y asociaciones en relación a la justicia de paz comunal.[footnoteRef:8] A su vez, se debe insistir en el carácter vecinal no formal de la justicia de paz y, ante las dificultades organizativas y operativas de los consejos comunales y las comunas, se deberá validar el carácter participativo de la justicia de paz mediante asambleas de ciudadanos - vecinos de las cuales de deriven los acuerdos necesarios para activar el servicio por iniciativa popular.[footnoteRef:9] [8:  Esta opción permite superar las limitaciones y obstáculos derivados del diseño de la LOJEJPC.]  [9:  Tomar en cuenta las previsiones de la LOCC y la LOPPM sobre las asambleas de ciudadanos y ciudadanas en las comunidades municipales.] 

